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Introducción

El Grupo de Acciones Públicas (GAP) de la Universidad 

del Rosario es una clínica jurídica creada con dos 

propósitos centrales: de un lado, incorporar la 

educación legal clínica a la enseñanza del derecho 

y de otro lado, propiciar espacios para la defensa de 

los derechos humanos de comunidades vulnerables 

y el interés público, desde el litigio estratégico, 

como medio para lograr un verdadero acceso a la 

justicia.  Uno de los aspectos más relevantes es el 

empoderamiento jurídico con acciones de pedagogía, 

en las que se explican a las comunidades sus derechos 

y el alcance de las acciones judiciales y administrativas 

disponibles; procurando que las comunidades o 

grupos afectados actúen por sí mismas, bajo la 

asesoría y acompañamiento de miembros de la clínica.

Como parte de la labor pedagógica, el GAP ha diseñado 

esta colección titulada “Derechos para todos'', cuyo 

objetivo es brindar herramientas a los ciudadanos de 

a pie para contribuir a la defensa del interés público 

y los derechos humanos. En esta oportunidad en el 

marco del proyecto Raíces, Red de Jóvenes por la 

Democracia Ambiental en las regiones de Colombia, 

con el apoyo de la Asociación Ambiente y Sociedad 

se presentan los tres primeros fascículos, que 

desarrollan las temáticas de democracia ambiental, 

litigio estratégico y mecanismos de participación en 

asuntos ambientales. 

Agradecemos a la Asociación Ambiente y Sociedad 

por su apoyo para la realización de los tres primeros 

fascículos de esta colección.

Red de jóvenes por la democracia ambiental 
en las regiones de Colombia
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¿Qué es la 
democracia ambiental?

 1.  World Resources Institute (2015). “Medir, trazar y fortalecer derechos. El índice de democracia ambiental.
”https://environmentaldemocracyindex.org/sites/default/files/files/EDI_Brochure_Spanish_6_2015.pdf
 2.  Lina Muñoz  Ávila & Sebastian Senior Serrano. (2021) “Aproximación a la democracia ambiental desde la educación legal clínica y el litigio estratégico”. Educación Legal Clínica: Una Mirada A La 
Experiencia Comparada Como Modelo De Formación Basado En La Justicia Social.Libro conmemorativo de los 20 años del Grupo de Acciones Públicas – GAP
3.  World Resources Institute (2015). “Medir, trazar y fortalecer derechos. El índice de democracia ambiental.”https://environmentaldemocracyindex.org/sites/default/files/files/EDI_Brochure_Spanish_6_2015.
pdf
4.  Ibid. 
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El concepto de democracia 

ambiental está fundamentado 

sobre tres derechos humanos que 

son: (i) El acceso a la información 

sobre la calidad y los problemas 

ambientales. (ii) El derecho a 

participar de manera significativa 

y, (iii) el derecho a solicitar la 

aplicación de leyes ambientales 

o la compensación por los daños 

causados3 

W

Estos derechos   han sido 

reconocidos en varios tratados 

internacionales desde la 

Declaración Universal de Derechos 

Humanos y se les ha unido 

bajo la categoría de “derechos 

procedimentales” pues incorporan 

una serie de etapas, fases y pasos 

para su materialización4. Ahora 

se explicará cada uno de estos 

derechos. 

,

La democracia ambiental permite 

crear espacios de discusión y 

cooperación entre los individuos, las 

comunidades, las organizaciones 

de la sociedad civil, las empresas y 

las instituciones gubernamentales, 

con la finalidad de incluir diferentes 

puntos de vista para la ejecución 

de iniciativas con impacto en el 

ambiente.  

Por un lado, la democracia ha sido entendida como el sistema de gobierno “de la mayoría”, 

es decir, en el cual se busca que participen la totalidad o un amplio número de personas para 

la toma de decisiones. Y por otro, el ambiente que no solamente se limita al concepto de 

“naturaleza”, sino que también analiza la distribución adecuada y equitativa de los recursos1. 

La unión   de los anteriores conceptos se formalizó con el Principio 10 de la Declaración de 

Río sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo de 1992 que parte de la base de que la mejor 

manera de abordar las cuestiones ambientales es con la participación de las personas, de 

manera informada y con mecanismos de justicia preventiva o restaurativa en los niveles 

locales, regionales, nacionales e internacionales2.

Partiendo de lo anterior se puede decir que: 

Para entender el concepto de democracia ambiental es 
fundamental comprender el alcance de las dos palabras que 
lo conforman.
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¿Qué es el acceso a la información 
en materia ambiental?

El derecho de acceder a la información genera una 

obligación para las autoridades públicas y ciertas 

instituciones privadas de producir y sistematizar la 

información pública y cuando las personas pregunten 

por la misma responder de fondo, de manera clara, 

veraz y oportuna. Sin embargo, como todos los 

derechos el acceso a la información no es absoluto 

y puede ser limitado cuando la ley así lo indique. 

Por ejemplo, cuando la información que se pide es 

sensible o tiene el carácter de reservada5 . 

Particularmente en Colombia se ha reconocido la 

facultad de acceder a la información como un derecho 

fundamental. Mediante el derecho de petición 

reconocido en el artículo 23 de la Constitución Política, 

las personas pueden preguntar a las autoridades 

sobre temas de interés general o particular, y se 

genera la obligación para la entidad responsable de 

contestar de fondo y pronto. 

Este derecho general también se ha especializado 

para solicitar información sobre asuntos ambientales, 

“cualquier persona natural o jurídica puede solicitar 

a la autoridad ambiental, sobre los siguientes 

temas: en relación con los elementos susceptibles 

de producir contaminación y los peligros que el 

uso de dichos elementos pueda ocasionar en la 

salud humana, y acerca del monto y la utilización 

de los recursos financieros que están destinados a 

la preservación del medio ambiente”.6  En estos 

casos, la autoridad ambiental debe responder en 

máximo 10 días. 

Es un derecho y una facultad que tienen todas las personas para que puedan 
comunicarse con las autoridades y entidades de forma gratuita, con el fin de 
que reciban información que estas tengan. 

2

5.   Por ejemplo: datos sensibles que sólo podrán ser pedidos por el titular. Los relativos a la salud, a la vida sexual de las personas, hojas de vida, historias clínicas. Carácter de reserva: los relacionados con 
la defensa o seguridad nacionales, instrucciones en materia diplomática o sobre negociaciones reservadas. 
6.   Congreso de la República de Colombia.(1993) Ley 99, artículo 74. 
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La participación es la posibilidad que 
tienen todas las personas de expresar 
opiniones, inquietudes e intervenir en 
las decisiones que toman las autoridades 
públicas que los afectan.

W   CUANDO SE HACE A NIVEL LOCAL

 

Se permite la protección del ecosistema, la 

cohesión social, la construcción de confianza 

y la protección de la relación existente entre 

el entorno y la comunidad. Además, son los 

individuos y comunidades quienes pueden 

llegar a conocer de manera más directa 

los usos y disposición que se le debe dar al 

espacio territorial. 

LA PARTICIPACIÓN SE HA CONSAGRADO COMO 

UN DERECHO FUNDAMENTAL Y UN PILAR 

ESENCIAL DEL ESTADO COLOMBIANO AL SER 

LA “DEMOCRACIA PARTICIPATIVA” LA FORMA 

DE DEMOCRACIA QUE SE PROPONE EN LA 

CONSTITUCIÓN Y LAS LEYES. 

En materia ambiental la participación es “la 

posibilidad de los ciudadanos de proporcionar 

insumos significativos, oportunos e informados y de 

influenciar las decisiones de políticas, estrategias y 

planes en diversos niveles, así como en proyectos 

individuales que tienen impactos ambientales”7. 

La participación puede llegar a darse en diferentes 

niveles por ejemplo a nivel local, nacional o global. 

Cada uno de ellos con un impacto territorial diferente, 

pero todos buscan la garantía de los derechos 

humanos y en particular del ambiente sano.

¿Qué es la participación 
ambiental?

3

  7.   Lina Muñoz Ávila(2016). Derechos de acceso en asuntos ambientales en Colombia
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 	 A NIVEL NACIONAL

Puede llegar a impactar de manera directa en la 

elaboración, modificación o revisión de políticas 

públicas, planes, programas o normas de un 

determinado Estado o Gobierno. 

 	 A NIVEL GLOBAL

Puede llegar a repercutir en diferentes instrumentos 

jurídicos que obligan tanto a los Estado como a 

individuos a iniciar mecanismos para la protección 

y defensa del ambiente. Un ejemplo de esto, son las 

Conferencias de Naciones Unidas sobre el Medio 

Ambiente y el Desarrollo, conocidas como Cumbres 

de la Tierra y el proceso de negociación del Acuerdo 

de Escazú. 

La participación ambiental demanda la 

creación de espacios y mecanismos para las 

personas  reconociendo que entre estas existen 

particularidades como su etnia, lengua y cultura 

(Jimenez Mancilla, 2020). 

En el fascículo 3 de esta colección se puede 

profundizar sobre la participación en asuntos 

ambientales.

3
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HEMOS APRENDIDO 

Sobre los tres pilares de la democracia ambiental y a continuación, se profundizará en un instrumento 

internacional que los volvió jurídicamente vinculantes para América Latina y el Caribe y que fortalece 

sus estándares. 

El acceso a la justicia en sentido 

amplio consiste en la posibilidad 

de que todas las personas puedan 

acceder a terceros imparciales, 

jueces o funcionarios públicos, para 

que se reconozcan o protejan sus 

derechos, se resuelvan conflictos o 

se aplique la ley para resolver una 

tensión jurídica. 

En este sentido, este derecho 

fundamental contempla que 

los Estados tengan instancias 

judiciales o administrativas a 

las que las personas puedan 

acudir, pero también incluye que 

deben prever todas las medidas 

para ofrecer servicios justos, 

transparentes, eficaces y no 

discriminatorios.  Adicionalmente, 

establece la posibilidad de contar 

con acompañamiento jurídico 

para acudir a los procedimientos 

por medio de un representante o 

directamente, según como sea la 

necesidad. 

En asuntos ambientales, el 

acceso a la justicia consiste en 

“la capacidad de los ciudadanos 

de recurrir a árbitros imparciales 

e independientes para proteger 

los derechos ambientales o para 

corregir un daño ambiental y 

resolver de manera expedita 

disputas relacionadas con el acceso 

a la información y a la participación 

en decisiones que afectan el 

ambiente. Los árbitros imparciales 

pueden ser mediadores, tribunales 

administrativos o tribunales de 

justicia, entre otros” 8 

¿Qué es el acceso a la 
justicia ambiental? 

4

8.     Comisión Económica para América Latina y el Caribe (2018) “Acuerdo Regional sobre el Acceso a la Información, la Participación Pública y el Acceso a la Justicia en Asuntos Ambientales en América 
Latina y el Caribe”. https://repositorio.cepal.org/bitstream/handle/11362/43595/1/S1800429_es.pdf
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;
ESCAZÚ: “Acuerdo Regional sobre 

el Acceso a la Información, la 

Participación Pública y el Acceso a 

la Justicia en Asuntos Ambientales 

en América Latina y el Caribe”.

Su nombre completo es “Acuerdo Regional sobre 

el Acceso a la Información, la Participación Pública 

y el Acceso a la Justicia en Asuntos Ambientales en 

América Latina y el Caribe”. De manera abreviada  

se le conoce por el nombre de Escazú, provincia en 

Costa Rica donde fue adoptado en marzo de 2018. 

Es un tratado o norma internacional que 

busca garantizar la implementación plena y efectiva 

en América Latina y el Caribe de los derechos de 

¿Qué es el Acuerdo de 
Escazú? 

5

acceso a la información ambiental, participación 

pública en los procesos de toma de decisiones 

ambientales y acceso a la justicia en asuntos 

ambientales, así como la creación y el fortalecimiento 

de las capacidades y la cooperación, contribuyendo 

a la protección del derecho de cada persona, de  

las generaciones presentes y futuras, a vivir en un 

ambiente sano y al desarrollo sostenible9.

 9.  Comisión Económica para América Latina y el Caribe (2018) “Acuerdo Regional sobre el Acceso a la Información, la Participación Pública y el Acceso a la Justicia en Asuntos Ambientales en América 
Latina y el Caribe”. https://repositorio.cepal.org/bitstream/handle/11362/43595/1/S1800429_es.pdf 
  



derechos par a todos » 14

¿Cómo se relaciona la democracia 
ambiental con el Acuerdo de 
Escazú?
Este Acuerdo regional es pionero y uno de 

los más visionarios en materia de protección 

ambiental, y al mismo tiempo busca promover 

la protección y garantía de los derechos 

humanos. Además, plasma el compromiso 

de incluir a aquellos que tradicionalmente 

han sido excluidos o marginados o han estado 

insuficientemente representados y de dar voz 

a quienes no la tienen, sin dejar a nadie atrás 

en los asuntos ambientales.

En términos generales, el Acuerdo de Escazú 

busca materializar la democracia ambiental 

en toda la región latinoamericana y 

caribeña. Algunos de los estándares más 

importantes que establece para lograr este 

objetivo son:

  ACCESO A LA INFORMACIÓN

El Acuerdo indica que las partes deben 

comprometerse “a generar, recopilar y difundir 

la información ambiental de manera regular, 

accesible y comprensible”10.   Lo anterior, 

busca que todas las personas en condiciones 

de igualdad puedan tener acceso a los 

datos, cifras, informes y demás información 

necesaria para la participación en los espacios 

donde se toman las decisiones, eliminando las 

barreras institucionales que existan en cada 

país para cumplir con este fin.

La información dispuesta para el público debe 

ser, entre otras, la relacionada con: 

1. Tratados internacionales, acuerdos o normas 

internas sobre el ambiente; 

2.  Informes sobre el estado del ambiente; 

3. El listado de zonas contaminadas, por tipo 

de contaminante y localización 

4.El listado de las entidades públicas con 

competencia en materia ambiental. Solamente 

cuando se tiene la suficiente información es 

posible tener una participación activa en las 

decisiones ambientales. 

6

 10.   Ibid.  
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Se deben garantizar y promover los mecanismos 

necesarios para que todos los sectores de la 

sociedad (Comunidades, empresas y Estado) puedan 

participar en todas las etapas de los procesos de 

toma de decisiones ambientales, con el fin de que 

dichos procesos sean más transparentes, eficientes 

e incorporen adecuadamente las observaciones, 

puntos de vista y análisis de cada uno de los sectores. 

Para que dicha participación se dé adecuadamente, 

es necesario que se le informe a toda la comunidad 

de manera efectiva y comprensible sobre las acciones 

que se pretenden ejecutar. En este sentido, el 

Acuerdo promueve que los estados hagan que la 

participación se dé desde las etapas iniciales de 

los procesos de toma de decisiones,  en términos 

de equidad es decir, desde un enfoque diferencial.

Escazú también resalta la importancia de que 

“la participación pública en procesos de toma 

de decisiones ambientales se debe ajustar a las 

características sociales, económicas, culturales, 

geográficas y de género de los convocados 

a participar”, promoviendo la inclusión y el 

reconocimiento de la diferencia. El Acuerdo 

hace un llamado para que todos los países parte 

fortalezcan o creen los mecanismos más idóneos 

para garantizar este derecho. 

6

 
El Acuerdo  establece que es fundamental garantizar el 

acceso a las instituciones  judiciales y  administrativas 

en asuntos ambientales de manera gratuita, 

respetando el debido proceso, con plazos razonables 

para la toma de decisiones y asistencia jurídica a 

personas y grupos en situación de vulnerabilidad. 

A. Medidas para reducir o eliminar barreras al              

ejercicio a este derecho.

B. Medios de divulgación del derecho de acceso a 

la justicia y los procedimientos para hacerlo efectivo. 

C. Mecanismos de sistematización y difusión 

de las decisiones judiciales y administrativas que 

correspondan.

D. El uso de la interpretación o la traducción de 

idiomas distintos a los oficiales cuando sea necesario 

para el ejercicio de ese derecho. 

PROTECCIÓN DE LOS DEFENSORES DE 

DERECHOS HUMANOS EN MATERIA 

AMBIENTAL:  

Por primera vez en la historia, un tratado 

internacional incluye disposiciones sobre 

las personas, grupos y organizaciones que 

promueven y defienden los derechos humanos 

en asuntos ambientales.  Escazú hace un llamado 

a que los Estados se comprometan a adoptar 

medidas adecuadas y efectivas para reconocer, 

proteger y promover todos sus derechos, así 

como también para que se tomen las acciones 

apropiadas, efectivas y oportunas para prevenir, 

investigar y sancionar ataques, amenazas o 

intimidaciones en contra de quienes ejercen esta 

labor tan fundamental en todos los países de la 

región. 

ACCESO A LA JUSTICIA EN ASUNTOS 

AMBIENTALES:  

PARTICIPACIÓN AMBIENTAL ABIERTA 

E INCLUSIVA:



derechos par a todos » 16

Desde el año 2014, Colombia hizo parte 
del Comité de Negociación y participó 
activamente en la construcción del acuerdo. 

En diciembre de 2019 el Gobierno de Colombia 

firmó el acuerdo. No obstante, por disposiciones 

constitucionales, para que el acuerdo sea parte del 

ordenamiento jurídico colombiano, es necesario 

llevar a cabo el proceso de discusión y aprobación 

por el     Congreso de la República. 

Posterior a ello, la Corte Constitucional debe realizar 

el juicio de constitucionalidad, con el fin de constatar 

que el acuerdo sea conforme a las disposiciones 

Constitucionales. 

 El 20 de julio del 2020 el Gobierno Nacional presentó 

el acuerdo ante la instancia legislativa. Sin embargo, 

debido a la oposición de varios congresistas y a la 

dilatación del trámite, el acuerdo fue archivado el 20 

junio de 2021. 

A julio de 2021 aún se espera la presentación del 

proyecto de ley, tal como lo prometió el Gobierno 

Nacional 11. 

¿Cómo está el Acuerdo de 
Escazú en Colombia?

7

  11. Escazú Ahora. “Conoce más sobre el proceso del Acuerdo de Escazú y su evolución en Colombia”  https://escazuahora.com.co/home/escazucolombia/
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COMO PUNTO IMPORTANTE

W	 Genera oportunidades 

para fortalecer la democracia 

ambiental. 

W	 Brinda herramientas 

para prevenir los conflictos 

ambientales. 

W	 Ayuda  a que los líderes 

y defensores ambientales 

tengan mayor protección y un 

mejor marco de acción en sus 

territorios.

W	 Busca prevenir, in-

vestigar y sancionar todos los 

ataques contra los defensores 

ambientales. 

W	 Favorece que las 

personas pueden tener acceso 

a la información ambiental. 

W	 Permite que las perso-

nas puedan participar de mane-

ra informada y activa en los 

procesos de toma de decisiones 

ambientales.

¿Por qué es tan importante
ratificar el acuerdo?

12.  Ibid.

8

Promueve el desarrollo de 

proyectos e inversiones en el 

país, pues los estándares de la 

Banca Multilateral incorporan 

garantías asociadas con los 

derechos de acceso y políticas 

de sostenibilidad en línea con 

las disposiciones del Acuerdo de 

Escazú12 .
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G
MINA "LA COLOSA" 

 - TOLIMA COLOMBIA 

Pretende ser un proyecto de 

explotación aurífera a cielo abierto en 

la región de la cuenca del Río Coello 

y los ríos Cucuana y Bermellón.

En 2007, la empresa sudafricana AngloGold Ashanti 

(AGA) obtuvo títulos mineros para la exploración de 

yacimientos de oro en el municipio de Cajamarca 

(Tolima). La mina “La Colosa”, pretende ser un 

proyecto de explotación aurífera a cielo abierto en la 

región de la cuenca del Río Coello y los ríos Cucuana 

y Bermellón, ubicados en áreas de la reserva central 

forestal de Colombia, con un alto valor ambiental 

9.1      A CONTINUACIÓN SE PRESENTA UN EJEMPLO EN EL QUE SE MUESTRA EN LA PRÁCTICA LA 

APLICACIÓN DE LOS PILARES DE LA DEMOCRACIA AMBIENTAL

CASO MINA LA COLOSA - CAJAMARCA 
TOLIMA, COLOMBIA

Caja pedagógica
Tips para replicar la información en las comunidades y 
ejemplos a tener en cuenta.

para el sostenimiento de procesos naturales, sociales, 

económicos, ecológicos y culturales. 

Sin embargo, desde que el proyecto se hizo público 

varios habitantes tanto del municipio de Cajamarca 

como de zonas cercanas en el departamento del 

Tolima alzaron su voz en contra del mismo13. En este 

sentido, con la participación de diferentes sectores se 

conformó      “El Comité Ambiental en Defensa de la 

Vida” en el año 2011, buscando la movilización contra 

ese proyecto y la minería en general.

9

13.    Kristina Dietz. "Consultas populares mineras en Colombia: Condiciones de su realización y significados políticos. El caso de La Colosa". Colombia Internacional, no. 93 (2018): 93-117. 
https://doi.org/10.7440/colombiaint93.2018.04.
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Entre los motivos por los cuales la comunidad se 

opuso al proyecto se encuentran: 

La contaminación del agua, porque en el 

proyecto se pretende utilizar mercurio, 

cianuro y otros elementos altamente 

contaminantes para las fuentes hídricas. 

El desplazamiento de la producción agrícola. 

En la zona en la que se pretende hacer el 

proyecto se dedican a la agricultura y con la 

mina no podrían continuar allí.  

La destrucción de sus modos de vida y de 

las actividades económicas establecidas

Falta de información suficiente sobre el 

proyecto 14. 

	   ACCESO A LA PARTICIPACIÓN

Buscando la participación ciudadana y haciendo 

uso de la Ley 1757 de 2015, que regula las consultas 

populares de iniciativa ciudadana15, se le consultó 

a la comunidad si estaba de acuerdo o no con que 

se realizarán actividades mineras en el municipio 

de Cajamarca. El 26 de marzo de 2017, el  97,92% de 

los votantes se opuso a los proyectos y actividades 

mineras en este municipio16 . Es importante aclarar 

que en la jurisprudencia colombiana se ha limitado 

la obligatoriedad del resultado de este mecanismo, 

lo que ha sido bastante discutido y criticado porque 

la voz del pueblo debería tener mayor capacidad de 

decisión en asuntos que los afectan directamente. 

En este sentido, a pesar del resultado en las urnas, 

lo cual es muy positivo en términos de participación, 

el proyecto “La Colosa” aún sigue en etapa de 

exploración. 

B

A

C

D

Una vez presentados los hechos, a continuación, 

se revisará las actividades que se han realizado 

mediante el ejercicio de los derechos que componen 

la democracia ambiental. 

	 ACCESO A LA INFORMACIÓN AMBIENTAL

Personas de las comunidades posiblemente 

afectadas por el proyecto, personas externas, 

universidades, organizaciones sociales entre otras, 

han presentado diferentes derechos de petición para     

obtener información relacionada con los títulos 

mineros, el proceso de licenciamiento, el estado de 

ejecución del proyecto y solicitud de seguimiento 

por parte de las autoridades ambientales y de los 

entes de control. Con la información obtenida, 

las personas y colectivos interesados pudieron 

comprender lo que se pretendía realizar con la mina 

e iniciar acciones judiciales y administrativas para 

detener el proyecto. 
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 14.    Ibid. 
  15.   artículo 8 de la Ley 134 de 1994, la consulta popular es la institución mediante la cual, una pregunta de carácter general sobre un asunto de trascendencia nacional, departamental, municipal, distrital 
o local, es sometida por el Presidente de la República, el gobernador o el alcalde, según el cado, a consideración del pueblo para que éste se pronuncie formalmente al respecto
  16.   Kristina Dietz. "Consultas populares mineras en Colombia: Condiciones de su realización y significados políticos. 
El caso de La Colosa". Colombia Internacional, no. 93 (2018): 93-117. https://doi.org/10.7440/colombiaint93.2018.04.
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17.   Acción Popular N° 73001333100320090006800 Mina La Colosa Municipio de Cajamarca, Tolima. Juez tercero Administrativo de Ibagué. 
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Además de la consulta popular, la sociedad civil ha 

constituido organizaciones sociales y veedurías para 

hacer seguimiento y oposición al proyecto. También 

han realizado plantones y marchas pacíficas para 

manifestarse contra el proyecto, estos mecanismos 

han ejercido presión social para que el proyecto no 

avance en los términos que la empresa esperaba.  

	    ACCESO A LA JUSTICIA

Con la finalidad de proteger el medio ambiente ante 

la amenaza de los daños que posiblemente podrían 

generar la mina, se han presentado diferentes 

acciones judiciales. Por ejemplo, en el año   2009 la 

Asociación de Usuarios de la Cuenca del Río Coello 

interpuso una acción popular17 , coadyuvada por el 

GAP, la Personería de Ibagué y Cortolima, después 

de 10 años de proceso se declaró agotamiento de 

la jurisdicción por encontrarse otro proceso con 

peticiones similares en curso.

El juez hacía referencia a la acción popular 

identificada con radicado 73001-23-33-000-2011-

00613 interpuesta por Juan David Ceballos Ramírez 

contra  Ingeominas, Ministerio de Ambiente y 

Desarrollo Sostenible, Cortolima y Anglogold 

Ashanti S.A, la cual tuvo en el año 2016 un fallo en el 

que se concede amparar los derechos colectivos, sin 

embargo fue apelada y aún se encuentra pendiente 

de fallo de segunda instancia en el Consejo de 

Estado.

{  La democracia ambiental se fundamenta en 

el pilar del estado colombiano de la democracia 

participativa. 

{ A pesar de que no se haya ratificado el 

Acuerdo de Escazú, Colombia cuenta con leyes 

que desarrollan los pilares de la democracia 

ambiental.

{ Es importante ser muy claro en la información 

que se quiere pedir a la administración, para 

así poder recibir datos verídicos y útiles para 

nuestros procesos administrativos o judiciales.

{ Para tener una mejor participación y acceso 

a justicia es importante solicitar primero la mayor 

cantidad de información a la administración 

pública.

{ Los tres pilares de la democracia ambiental 

son complementarios y no excluyentes. Esto 

quiere decir que se pueden usar todos en las 

diferentes causas.

9.2.   TIPS PARA FACILITAR 
LA ENSEÑANZA SOBRE 
DEMOCRACIA AMBIENTAL  
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9.3.   MATERIALES COMPLEMENTARIOS 
QUE SE PUEDEN UTILIZAR PARA ENSEÑAR 
SOBRE DEMOCRACIA AMBIENTAL 

{  Sobre el Acuerdo de Escazú: 

https://www.youtube.com/watch?v=Apjb1mWcUqg 

https://www.youtube.com/watch?v=dfDARVsKXb8

https://www.cepal.org/es/acuerdodeescazu

https://escazuahora.com.co/

{ Sobre el principio 10 de la Declaración de Río - 

Democracia ambiental: 

https://www.youtube.com/watch?v=IBS9T2avmy-

w&t=134s

 https://observatoriop10.cepal.org/es

{     Sobre la relación del Principio 10 de la Declaración 

de Río y el Acuerdo de Escazú. 

 https://www.youtube.com/watch?v=XE-UrJhe4pM 

p
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